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Medellín, treinta (30) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita magistrada a resolver los recursos de apelación 

interpuestos por la codemandada COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. y 

por la demandante ISAGEN S.A. E.S.P., contra el auto del pasado 29 de marzo, 

aprobatorio de la liquidación de costas, emitido por la señora Juez Catorce 

Civil del Circuito de Medellín en el proceso de la referencia. 

 

ANTECEDENTES 

Por auto de fecha 11 de marzo del presente año, la señora juez a-quo aprobó 

la liquidación concentrada de costas que realizara la secretaría, auto atacado 

por el señor apoderado de la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. 

mediante recursos de reposición y, subsidiariamente, apelación, en punto a 

las agencias en derecho fijadas tanto para la primera como para la segunda 

instancia, por estimar que no se ajustan al Acuerdo 1887 de 2003 modificado 

por el 2222 del mismo año, emitidos por el Consejo Superior de la Judicatura, 

que establecen como base para liquidar las costas de segunda instancia el 

valor de las pretensiones revocadas, pues las abolidas por el tribunal 

ascendían a USD$5.233.417 por concepto de capital y los intereses moratorios 



a la TRM establecida por el Banco de República desde el vencimiento del plazo, 

es decir, desde el 13 de marzo de 2003, lo que exige, de un lado, convertir 

dicho capital a pesos y del otro, liquidar sobre esa suma los intereses desde 

la fecha indicada hasta el 8 de mayo de 2014 (fecha en que revocó la 

sentencia de primera instancia). Al realizar tales operaciones, considerando 

como valor del dólar en aquella fecha el de  $2.961,99, concluyó que dicho 

capital ascendía a $15.501.328.819, sobre la cual aplicó una tasa de interés 

del 2.08% mensual (Resolución externa 53 de 1992 Banco de la República), 

desde la primera fecha indicada, para establecer un guarismo por intereses 

de $43.527.731.323,75, concluyendo entonces que el monto de las 

pretensiones revocadas fue de $59.029.060.142,75, cifra sobre la cual debió 

aplicarse el 5% por concepto de agencias en derecho, considerando en todo 

caso la calidad de la gestión realizada, la duración del proceso, así como su 

cuantía y naturaleza. 

Asevera de otro lado que, de haber confirmado la sentencia, el tribunal 

hubiese liquidado un porcentaje superior al 0.27%, y que las agencias en 

derecho no pueden tasarse de manera diferente si las pretensiones se acogen 

o si son denegadas. 

En cuanto a las agencias en derecho fijadas por la primera instancia partió de 

citar el numeral pertinente del artículo 3º del citado Acuerdo, afirmando 

seguidamente que el demandante pretendió como capital USD$6.919.749, 

que convertida a pesos a la fecha de la sentencia (13 de diciembre de 2011), 

fecha en que la TRM ascendía a $1.932,30, arrojaba la cifra de 

$13.371.030.992,70. Pero también se pidió el reconocimiento de intereses de 

mora sobre el capital en dólares, desde cuando la aseguradora debió hacer el 

pago (13 de marzo de 2003) hasta el día de la sentencia; y además que sobre 

el capital en pesos se reconocieran intereses desde la fecha de la sentencia 

hasta el día del pago. Luego, aplicando sobre aquella suma la tasa del 2.08% 

durante 106 meses, arroja un monto por intereses de ese primer período de 

$29.480.449.132,71; y al liquidar sobre la misma suma al 1.5 veces el 

corriente bancario, arroja para el segundo período (12 diciembre de 2011 al 

21 de octubre de 2021 -sentencia de casación-), la suma de 

$34.711.567.773,73, por concepto de intereses, por lo que el total de 

pretensiones asciende a $77.563.047.899,14, sobre el cual debió aplicarse el 

20%, considerando la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada, 

o al menos el 10%, pero no el porcentaje señalado. 



Afirma que, si el proceso hubiese concluido con sentencia de casación 

favorable al demandante, el juzgado estaría imponiendo a la demandada unas 

costas superiores o al menos iguales a las que por esta vía depreca, y que las 

costas no pueden liquidarse con un rasero cuando son en favor del 

demandante y con otro diferente cuando son en favor del demandado. 

Por su parte, el señor apoderado de la demandante también interpuso 

recursos de reposición y, en subsidio, apelación, estimando, por el contrario, 

que los porcentajes señalados por concepto de agencias en derecho tanto 

para la primera como para la segunda instancia, que corresponden en su 

orden al 5.39% y 1.72% del valor de las pretensiones, constituyen un  monto 

“extraordinariamente elevado”, por lo que deben reducirse considerando lo 

establecido por el art. 3º del Acuerdo 1887 de 2003 en el sentido de que “Las 

tarifas por porcentaje se aplicarán inversamente al valor de las pretensiones”, 

lo que significa que entre mayor sea valor de las pretensiones, más debe 

acercarse al mínimo y alejarse del máximo el porcentaje de las agencias en 

derecho”. 

 

DECISIÓN DEL RECURSO HORIZONTAL 

Por auto del pasado 11 de mayo, la señora juez a-quo despachó 

negativamente los recursos de reposición, tras rememorar los argumentos de 

cada impugnante tanto al introducir su recurso como al descorrer el traslado 

del formulado por su contraparte, y también lo que al descorrer el traslado 

del interpuesto por ISAGEN S.A. ESP, adujo la apodera de PARSONS POWER 

GROUP INC. 

Recordó la finalidad del recurso de reposición conforme al artículo 318 del 

C.G.P., por lo que cada recurrente tiene la carga de demostrar el yerro judicial, 

para que el funcionario revoque o reforme su propia decisión. 

Ya en el caso concreto y partiendo de que la normativa que rige para efectos 

de fijar agencias en derecho es el Acuerdo 1887 de 2003 del Consejo Superior 

de la Judicatura, modificado por el Acuerdo 2222 de 2003, en lo que no hay 

discusión,  recordó que los porcentajes allí previstos para la primera y segunda 

instancia, en su orden, son “(H)asta el veinte por ciento (20%) del valor de 

las pretensiones reconocidas o negadas en la sentencia”; y “(H)asta el cinco 

por ciento (5%) del valor de las pretensiones confirmadas o revocadas total 

o parcialmente en la sentencia” y que, conforme al artículo tercero del mismo 



“El funcionario judicial, para aplicar gradualmente las tarifas establecidas 

hasta los máximos previstos en este Acuerdo, tendrá en cuenta la naturaleza, 

calidad y duración útil de la gestión ejecutada por el apoderado o la parte que 

litigó personalmente, autorizada por la ley, la cuantía de la pretensión y las 

demás circunstancias relevantes, de modo que sean equitativas y razonables. 

Las tarifas por porcentaje se aplicarán inversamente al valor de las 

pretensiones”.  

Recordó, de otro lado, que las agencias en derecho, tanto de primera como 

de segunda instancia no fueron fijadas por el juzgado sino por el tribunal, 

pero que en todo caso ambas se encuentran dentro de los límites establecidos 

por el citado Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura, pues las 

señaladas para la primera instancia corresponden a un porcentaje aproximado 

del 1.40% del valor de las pretensiones, que oscilaron alrededor de los 

$35.512.449.016,03, ya que el valor de lo pedido, que no fue lo señalado por 

el recurrente sino la cantidad de USD $4.852.749, debiendo tomarse la TRM 

de $1.932.30, que era aplicable para la fecha del fallo de primera instancia 

(diciembre 13 de 2011), lo cual arroja un valor en pesos de $9.376.966.892,7 

de capital, y para determinar el valor de los intereses, debe aplicarse el 

porcentaje de 2.08% de acuerdo a la Resolución Externa 53 de 1992 del 

Banco de la República, por tratarse de obligaciones establecidas en moneda 

extranjera y multiplicarlo por 134, que corresponde al número de meses 

transcurridos desde el 13 de marzo de 2003 -fecha en que debió pagarse la 

indemnización- a la fecha de la sentencia de segunda instancia, lo cual nos da 

un valor para los intereses de $26.135.482.123,33, para un total de las 

pretensiones reconocidas en la sentencia de primera instancia de 

$35.512.449.016,03. 

En cuanto a las fijadas por la segunda instancia, expresó que para determinar 

la suma en pesos del valor de las pretensiones revocadas (USD $5.233.417), 

debe tomarse la TRM de $1.912.97, aplicable para la fecha del fallo de 

segunda instancia (mayo 8 de 2014), lo cual arroja la cantidad de 

$10,011,369,718.49 de capital; y para determinar el valor de los intereses, 

debe aplicarse la tasa del 2.08% de acuerdo a la Resolución Externa 53 de 

1992 del Banco de la República por tratarse de obligaciones establecidas en 

moneda extranjera, y multiplicarlo a su vez por 134, que corresponde al 

número de meses transcurridos desde el 13 de marzo de 2003, fecha en que 

debió pagarse la indemnización,  y hasta la fecha de la sentencia de segunda 



instancia, lo cual nos da un valor por intereses de $27,903,689,679.37, para 

un total de las pretensiones revocadas de $37,915,059,397.86, por lo que la 

suma fijada como agencias en derecho corresponde a un porcentaje 

aproximado del 0.42%. Concluyó así que ninguno de los dos porcentajes 

supera los parámetros establecidos, por lo que no había lugar a modificarlos 

elevándolos como lo reclama el apoderado de la demandada, ni 

reduciéndolos, como lo pide el apoderado de la demandante. Concedió 

entonces el recurso de apelación interpuesto como subsidiario, el cual pasa 

este despacho a resolver, previas las siguientes breves, pero suficientes, 

 

CONSIDERACIONES 

Delanteramente cabe rememorar que en este proceso se ejerció acción 

contractual derivada de un contrato de seguro de cumplimiento, 

deprecándose (pretensión principal) el pago global de USD$4.852.749, por su 

equivalente en pesos a la tasa representativa del mercado vigente el día del 

pago, más los intereses de mora previstos para obligaciones en moneda 

extranjera, por el Banco de la República, desde el 13 de marzo de 2003 (fecha 

en que debió pagarse la indemnización) y hasta cuando el pago se realice, sin 

desbordar, se entiende, el tope asegurado que, conforme a la ley, constituye 

el límite máximo de la responsabilidad del asegurador. 

Precisamente por lo anterior, en la sentencia de primera instancia proferida 

en este proceso, advirtió la juzgadora que como la suma asegurada es de 

USD$9.752.761, solo hasta ese tope responderá el asegurador, de resultar 

mayor el valor liquidado, cifra aquella que siempre resultará inferior a 

cualquier liquidación que con fundamento en la sentencia emitida se presente, 

habida cuenta de los intereses reconocidos desde el 13 de marzo de 2003, 

pues recuérdese que tal sentencia se emitió el 13 de diciembre de 2011, 

siendo aclarada en proveído del 9 de mayo de 2012, y los recursos de 

apelación contra ella interpuestos, se decidieron por este despacho mediante 

sentencia del 8 de mayo de 2014. 

Siendo así las cosas, la cifra referente para cuantificar lo que dejó de percibir 

la parte demandante al ser revocada la sentencia de la a-quo, es la de 

USD$9.752.761, que traducida en moneda legal colombiana a la TRM vigente 

en mayo 8 de 2014 ($1.912,97), arroja un resultado de $18.656’739.210, 

frente al cual el monto de las agencias en derecho establecidas en 



$500’000.000 para la primera instancia, y en $160’000.000 para la segunda, 

equivalen, en su orden, a unos porcentajes del 2.68% y 0.857%, guarismos 

perfectamente equitativos y razonables,  situados dentro de los límites 

establecidos por la norma reglamentaria, considerando además que de 

acuerdo con esa misma reglamentación “Las tarifas por porcentaje se 

aplicarán inversamente al valor de las pretensiones”, lo que no indica cosa 

distinta a que mientras mas elevado el monto de las pretensiones acogidas o 

negadas, menor debe ser el porcentaje a aplicar por concepto de agencias en 

derecho. 

No puede la suscrita pasar por alto la infundada aseveración hecha por el 

señor apoderado de la aseguradora demandada en el sentido de que en este 

caso la jurisdicción habría aplicado un rasero diferente, fijando agencias en 

derecho mas elevadas, de haber triunfado la parte demandante, lo cual es un 

juicio de valor no solo irresponsable y carente de soporte, sino que está 

desmentido por la circunstancia de que la misma juez a-quo, en su fallo de 

primer grado -que fue favorable a las pretensiones de la actora-, fijó en la 

misma suma de $500’000.000 el monto de las agencias en derecho que la 

demandada debía pagar.  

 

Lo visto resulta suficiente para mantener el auto apelado y es por ello que la 

suscrita magistrada, 

 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia indicadas. 

SEGUNDO: Sin costas dado el resultado negativo de la apelación para ambos 

recurrentes. Devuélvanse las copias al juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

PIEDAD CECILIA VELEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 
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